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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 299/2023-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: KARIM EMEEGAMER GUERRA HERNÁNDEZ. 
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., once de agosto de dos mil veintitrés.  

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 299/2023-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintisiete de marzo de dos mil veintitrés, se tuvo a KARIM EMEEGAMER GUERRA HERNÁNDEZ, demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que en seguida se precisa:

Autoridad demandada:

- Dirección de Tránsito y Policía Vial de esta Capital. 
- Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 

Tercer Interesado: Claudia Esther Hernández Moctezuma. 

Acto que se impugna.- “La boleta de infracción con número de folio  BB 71925, de fecha 05 de febrero de 2023.” 
Fecha de conocimiento del acto impugnado: El actor manifiesta como fecha de conocimiento del acto que se impugna, el 05 de febrero de 2023.

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas con treinta minutos del veintiuno de junio de este año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda asi como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las  partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como tal el siguiente: 
“La boleta de infracción con número de folio BB 71925, de fecha 05 de febrero de 2023.” 

En ese sentido, la existencia de dicho acto se acredita con el    documento visible a foja 51 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia de tal acto.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda KARIM EMEEGAMER GUERRA HERNÁNDEZ, demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al aquí impetrante es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran acreditadas en este juicio, en virtud de que aportaron para tales efectos el nombramiento que las acredita como tales, según documentos visibles a foja 43 y 50 de este expediente.
En cuanto al Tercer Interesado Claudia Esther Hernández Moctezuma, mediante auto del dos de mayo del presente año, se le tuvo por apersonándose a juicio .   

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas todas y cada una de las constancias que conforman el presente expediente, esta Sala Unitaria advierte que el caso en particular, encuadra en las hipótesis previstas y señaladas en los artículo 228 fracción XI, en relación con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que arroja en consecuencia el sobreseimiento del presente asunto, en términos de lo establecido en el artículo 229 fracción II de la norma en comento, lo anterior en virtud de las siguientes consideraciones:

Para una mejor comprensión en el caso planteado, se hace necesario transcribir los preceptos de referencia y que en su parte conducente establecen lo siguiente:  

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa..”
“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio 

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.” 
Así, del artículo 228 fracción XI de la norma en comento, se desprende la improcedencia del juicio contencioso administrativo contra actos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

Para el caso en particular, si bien se trata de un acto de naturaleza administrativa por haber sido emitido por una autoridad administrativa, no menos cierto lo es que no existen Conceptos de Impugnación encaminados a combatir o destruír el acto señalado como impugnado. 

Veamos, el ahora demandante dejó señalado en su escrito original de demanda de nulidad, particularmente en el apartado de hechos que constituyen el antecedente de la presente demanda, lo siguiente:  

I.- El dia 05 de febrero de 2023, el agente de Tránsito Municipal…, me elaboró una la boleta de infracción, supuestamente por circular en estado de ebriedad…”  
II- El día 07 de febrero del 2023, acudí a la Caja 01303-007 de la Tesorería Municipal del Gobierno de la Capital…, a efecto de que me fuera entregada la multa realizada por el agente en mención, sin embargo, solo me fue dado el número 00071925 BB, por lo cuál bajo protesta de decir verdad, manifiesto que dicha multa nunca la tuve en mis manos y solo se me entregó el recibo al momento de pagar el cual contiene el folio del recibo de entero AM 537429, de fecha 07 de febrero de 2023…”     
En la fecha de presentación de su demanda de nulidad, el actor manifestó bajo protesta de decir verdad que dicha multa nunca la tuvo en sus manos, e hizo valer conceptos de impugnación en contra de un acto que manifestó expresamente desconocer. 
Ahora bien, mediante auto del veintisiete de marzo de este año, en virtud de que el demandante manifestó desconocer el acto impugnado, se requirió a las autoridades demandadas, para que al momento de formular su contestación a la demanda remitieran a este Tribunal en original o bien copia certificada, de la boleta de infracción señalada, apercibidas que de no remitirlo, se le aplicarán los medios de apremio previstos en el artículo 127 del Código en comento.

En respuesta a lo anterior, mediante auto del dos de mayo de este año se le tuvo al Director General de Policía Vial y Movilidad de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, por contestando la demanda así como por exhibiendo la Boleta de Infracción BB 71925, de fecha 05 de febrero de 2023.

Acto seguido, se ordenó dar vista al demandante con la contestación de la demanda, así como con sus anexos y se le señaló que, en virtud de que la ampliación de demanda constituye una formalidad esencial del procedimiento y su ejercicio no debe ser negado de plano; con apoyo en lo dispuesto en el artículo 237, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente al que surtiera efectos la notificación del acuerdo, para que pudiera ampliar su demanda.

Sin embargo, a pesar de que el auto de referencia le fue legalmente notificado al actor el nueve de mayo de este año, según se hace constar a foja 77 del expediente en que se actúa, mediante auto del primero de junio de dos mil veintirés, se certificó que el término que se le concedió a la parte actora para ampliar su demanda de nulidad transcurrió del dieciséis al veintinueve de mayo de este año sin que haya promovido la ampliación de demanda en el plazo que le fue concedido, acordando LA PRECLUSIÓN DEL DERECHO PARA AMPLIAR SU DEMANDA. 
No pasa desapercibido para esta juzgadora el hecho de que el actor haya expresado conceptos de impugnación en contra del acto impugnado, que expresamente manifestó bajo protesta de decir verdad desconocía, los cuales resulta inoperantes por inoportunos, toda vez que para que puedan ser estudiados por cualquier órgano de impartición de justicia, deben necesariamente encontrarse vinculados y relacionados con el contexto en disputa, es decir, deben mantener relación con los argumentos a que se sometió en primer término el acto combatido, esto es, el desconocimiento del acto combatido. 

Luego entonces, el actor no se encontraba en condiciones de expresar a priori agravios de actos para él ignorados, por lo que resulta evidente que los conceptos de violación vertidos previo a la contestación de la demanda que afirma desconocer son inoperantes y no pueden ser analizados bajo la premisa de que es menester que se exprese la causa de pedir para su estudio, puesto que los argumentos que se hagan valer como conceptos de violación en contra de actos desconocidos, es claro, que los mismos se realizan respecto de situaciones o circunstancias hipotéticas, en atención a que no sería jurídicamente posible demostrar violación alguna en su contra, dado que no se tiene a la vista el acto para poder determinar el perjuicio que le puede irrogar al particular, ya que no basta para el estudio de los conceptos de nulidad que los demandantes o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento.

El artículo 236 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece la conducta procesal que se debe desplegar, cuando el actor en su demanda de nulidad alegue desconocer la resolución impugnada. Esta se hace consistir en que, expresado ese desconocimiento por el particular, la autoridad, como imperativo categórico, deberá aportar en su contestación de demanda la resolución impugnada; una vez ocurrido esto, el órgano jurisdiccional, deberá otorgar plazo para ampliar la demanda a la parte actora, quien estará en aptitud para hacer valer en su contra conceptos de impugnación. 

Es decir, es en este momento procesal y no antes ni después, en que el Legislador ha dispuesto de manera única durante el juicio, que el actor, una vez que conoce del contenido del acto administrativo, pueda hacer valer agravios en contra de los fundamentos y motivos que han sustentado la emisión de la resolución desconocida. Pensar en otro momento procesal fuera del antes indicado y conceder en la sentencia definitiva valor jurídico a los agravios hechos valer en la demanda de nulidad, sería apartarnos de lo establecido al respecto en el artículo 236 fracción en cita, y de toda lógica fáctica y jurídica. Primero, porque la norma adjetiva que nos ocupa, solamente reconoce o admite la formulación de agravios hasta la ampliación de demanda. Segundo, porque la lógica nos dice, que si la parte actora aduce en su demanda inicial que no conoce el contenido de la resolución impugnada y su notificación, es congruente con esa manifestación, que no pueda hacer valer conceptos de impugnación en relación a lo desconocido, por la imposibilidad jurídica y de hecho en la que se encuentra y la postura procesal contraria, estaría precisamente en contra de dicha lógica, que podría llevar incluso a suponer, en aplicación de la presunción legal y humana, de que el particular sí conoce el acto administrativo. 

En consecuencia, cuando la parte actora aduzca en su escrito inicial de demanda, que desconoce la resolución impugnada y formule en su contra conceptos de impugnación, su análisis resulta inoperante, pues los mismos se hacen valer en un momento procesal inoportuno, sin que tal determinación pueda provocar un estado de indefensión al particular, pues una vez que la autoridad demandada comparezca con su contestación y exhiba la resolución combatida y la notificación respectiva, podrá mediante la ampliación de demanda hacer valer los conceptos de impugnación correspondientes. 

Para ser tomado en consideración un concepto de anulación, éste deberá precisar la resolución o la parte de la misma que cause el agravio, el precepto o preceptos jurídicos que indebidamente se dejaron de aplicar o se aplicaron inadecuadamente y los argumentos lógico-jurídicos con los que se pretende demostrar la razón de su dicho; si se combate la motivación de dicha resolución bastará que se acredite la falsedad de los hechos que la apoyaron, su apreciación equivocada o la carencia de adecuación de los mismos a los supuestos contemplados en las normas invocadas, pues la falta de algunos de estos elementos hace lógica y jurídicamente imposible su estudio, por lo que, si en el escrito de demanda la parte actora expresa razonamientos no encaminados a impugnar la fundamentación y motivación de la resolución cuya nulidad se demanda, éstos deben considerarse inoperantes.

En conclusión, en virtud de que al actor le fue concedido su derecho para ampliar su demanda de nulidad, esto es, la oportunidad de hacer valer Conceptos de Impugnación encaminados a combatir y destruír la legalidad de la boleta de infracción señalada como acto a combatir, sin que así haya acontencido, es por lo que el presente caso encuadra en la hipótesis de Sobreseimiento prevista y señalada en el artículo 229 fracción II del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice:     
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio          
II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.” 

Luego entonces, al no haberse expresados conceptos de impugnación tendientes a demostrar la ilegalidad del acto señalado como impugnado por no haber hecho valer su derecho dentro del plazo que para esos efectos le fue concedido, se actualiza la causal de sobreseimiento del presente juicio previsto en el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por las razones precisadas en el presente considerando. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso concreto que se deduce, en el criterio  que dice: 

"CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO ASÍ COMO LOS DEMAS AGRAVIOS. 

Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la ley de Amparo, resulta innecesario el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.  

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO."

Por todo lo anteriormente señalado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 228 fracción XI, 229 fracción II, 231, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia, de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el Considerando Cuarto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS, FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES, CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES, EN FE DE LO CUAL SE EXTIENDE LA PRESENTE CERTIFICACION A LOS TREINTA DIAS DEL MES DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTITRÉS.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO.







